Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 10 minutos) 
En el día de hoy recibimos, con mucho gusto, al Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, doctor Garcé. 


Antes de comenzar, como está reglamentado el tema de las asistencias a la Comisión, vamos a dar cuenta de que está presente 
Christelle Noel, quien tiene un contrato para ayudar en el trabajo parlamentario. A su vez, ha elegido un tema para su labor -que no 
tiene nada que ver con el que vamos a tratar en el día hoy- relativo a la unión concubinaria, pero para trabajar en el seno de la 
Comisión se había acordado que estuviera concurriendo a los efectos de verificar cómo trabaja un órgano como éste dentro del 
Senado. 


Luego de esta introducción, cedemos el uso de la palabra al doctor Garcé, a quien hemos invitado para que dé su opinión sobre el 
proyecto de ley vinculado a cárceles, ayuda a las víctimas, seguridad pública, etcétera. 


SEÑOR GARCE.- En primer lugar, quiero agradecer la invitación y la posibilidad de comenzar a ejercer la función para la cual ha 
sido instituido este Comisionado, función que de acuerdo con el artículo 1% de la Ley N* 17.684 consiste en asesorar al Poder 
Legislativo en su función de contralor del cumplimiento de la normativa internacional, constitucional, legal y reglamentaria referida a 
las personas privadas de libertad por decisión judicial. 


Además, hoy voy a tener el gusto de rendir un examen nuevamente, si el señor Senador Moreira y el señor representante Abdala, 
integrantes de esta Comisión, me lo permiten, ante ellos, porque estaban presentes aquel viernes 13 de mayo -día lluvioso- en el 
que expusimos seis áreas de trabajo, seis inquietudes y seis estrategias. Es decir, planteamos en ese momento qué haríamos si 
fuéramos electos comisionado parlamentario y cómo lo haríamos. Al culminar esa exposición dijimos que eso lo llevaríamos 
adelante si tuviéramos la fortuna de ser propuestos por aquella Comisión -la que estudió los antecedentes de los postulantes y que 
en definitiva sugirió al Plenario la designación del Comisionado- y si tuviésemos la inmensa fortuna de que el Plenario compartiera 
la decisión de la Comisión. Habiendo transcurrido casi dos meses de aquel feliz momento de la designación, sigo pensando que ha 
sido una gran fortuna esta posibilidad y es por eso que le agradezco a la Comisión la posibilidad de comenzar a ejercer esa 
delicada función. 


Brevemente quiero hacer mención ante esta Comisión la situación actual del Comisionado. 


En este momento estamos funcionando en un local provisorio, en el subsuelo de este edificio, en el área próxima a la Imprenta del 
Senado; es un local pequeño y contamos con el apoyo de algunos funcionarios. En este momento -y teniendo media sanción el 
proyecto que habilita los pases en comisión- estamos aguardando que este proyecto sea considerado por la Cámara de 
Representantes y, una vez que contemos con esa norma, inmediatamente, vamos a solicitar a los funcionarios. Sin perjuicio de 
esto, estamos atendiendo las situaciones más urgentes, es decir, las denuncias que todos los días nos están llegando de los 
distintos centros carcelarios. En ese plano estamos desde ahora comenzando a ejercer la función. La próxima semana vamos a dar 
comienzo a una gira nacional a la que nos habíamos comprometido ante la Comisión. El jueves y viernes de esta semana 
visitaremos el departamento de Soriano; el viernes 16 estaremos en San José; el viernes 23 en Lavalleja y, por último, los días 
jueves 29 y viernes 30 del corriente, vamos a estar recorriendo el departamento de Treinta y Tres. El objetivo de esta gira tiene que 
ver con el relevamiento de los centros carcelarios, su actual situación, así como también, vamos a concurrir a los hogares del INAU, 
porque entendemos que el artículo 1” de la Ley N* 17.684, de alguna manera, habilita a que el Comisionado se interese en la actual 
situación de esos hogares. 


Otro punto que vamos a plantear en esta gira es el de entrevistarnos con los Intendentes, los Jefes de Policías, los Directores de 
las Cárceles y los representantes de las Juntas Departamentales. Además, estaremos instando a todas las Juntas Departamentales 
a que constituyan Comisiones de Derechos Humanos. 


Otro de los temas tiene que ver con una iniciativa planteada, en su momento, ante el Congreso de Intendentes, en forma conjunta 
con el Presidente de la Asamblea General, el señor Rodolfo Nin Novoa, quien tuvo la gentileza de presentarnos ante dicho 
Congreso. En esa oportunidad, el Presidente exhortó -con miras a este proyecto de ley que estamos considerando- a que las 
Intendencias dieran una señal simétrica a la que se le pide en el artículo 12 del proyecto al sector privado. Es decir que si bien no 
hay una obligación para el sector público de contratar preceptivamente a las personas que sean liberadas por la ley, parecería 
razonable que si se le exige al sector privado esa señal, que el sector público esté también a esa altura y en el mismo sentido. Por 
lo tanto, en el plano de la exhortación y no de la obligación, vamos a estar planteándole a cada uno de los Intendentes lo valioso 
que sería que los Municipios -en la medida que las condiciones económicas lo permitan- estén celebrando convenios con los 
respectivos patronatos para tomar algunos de estos liberados. De este modo, estaríamos tendiendo eficazmente a que la 
reincidencia fuera la menor posible y, en ese punto, radicaría el éxito del Capítulo |, del proyecto de ley que estamos considerando. 


Sobre el proyecto de ley en sí, es decir, sobre el tema, quiero decir que brevemente vamos a plantear diez puntos. 


En primer lugar, vamos a hablar sobre la exposición de motivos, es decir, qué es lo que se plantea allí y cuál es la opinión del 
Comisionado respecto de la fundamentación de este proyecto de ley que, desde ya, adelantamos que es muy buena. Luego vamos 
a hacer nueve comentarios al articulado proyectado. 


En lo que respecta a la exposición de motivos, el proyecto postula como idea central la necesidad de revisar la actual política 
criminal que, fundamentalmente, está trazada, no sólo por las normas que emanan del Código Penal y del Código del Proceso 
Penal, sino también de tres leyes. Me refiero, en primer lugar, a la Ley N* 16.707, de Seguridad Ciudadana, sancionada en julio de 
1995; en segundo término, la Ley N* 17.243, de junio de 2000 y, en tercer lugar, la Ley N* 17.292 de enero de 2001. A este conjunto 
de normas, Ley de Seguridad Ciudadana y las dos leyes de urgencia -que así fueron denominadas- se las conoce como la Ley 


Penal de Emergencia, es decir, la legislación penal de emergencia que tuvo por resultado un énfasis en la tutela de algunos bienes 
jurídicos. 


Se ha sostenido por parte de la Doctrina -y en ese sentido la opinión es recogida en la Exposición de Motivos del proyecto- que, 
como consecuencia del impacto de esta legislación penal de emergencia, se ha perdido la simetría, es decir, el equilibrio inicial que 
tenía en 1934 el Código Penal, y que como resultado de eso algunos delitos que tutelan bienes jurídicos fundamentales, como la 
vida, de alguna manera han quedado con mínimos más leves y máximos menores que otras figuras, como la rapiña, con privación 
de libertad, el delito de copamiento, artículo 344 bis del Código Penal, que tiene un guarismo mínimo muchísimo más alto que el 
homicidio y un máximo que también excede largamente a aquel que, en realidad, lo duplica. Esto es así si comparamos el artículo 
344 bis con el artículo 310 del Código Penal. 


¿Cuál es la opinión que planteamos en este plano respecto a la Exposición de Motivos? Se trata de una muy buena 
fundamentación. Ya desde la época del clásico "Tratado de las leyes" de Platón se ha hablado de la importancia de la exposición de 
motivos como aquella parte de la ley que integra la norma y que está destinada a convencer al ciudadano y también a las 
autoridades de la bondad de aplicarla. Por eso, es muy importante la buena fundamentación, y sobre todo parece muy atinado el 
criterio de revisar la política criminal. En ese plano, nos permitimos sugerir -esto ya es una cuestión ajena al texto de la ley, pero es 
importante plantearlo- que a la revisión de la política criminal necesariamente le tiene que seguir la adopción de políticas sociales 
que incidan en la base de la criminalidad. Es decir que si vamos a desviar el foco de las consecuencias de la criminalidad a las 
causas, evidentemente, la criminalidad tiene que ser acompañada de la adopción de políticas sociales de prevención. 


En segundo término, ingresando al articulado, vamos a invertir el orden que se plantea en el proyecto y a comenzar desde el final 
hacia el principio. 


El primer aspecto -segundo aquí planteado- tiene que ver con la instalación de Comisiones para la reforma penal y procesal penal, 
esto es, los artículos 17 y 18 del proyecto. Compartimos plenamente la necesidad de revisar ambas normativas y como el 
Comisionado no estaba designado cuando se trató el proyecto, sin necesidad de revisar el texto de la ley, dejamos constancia de 
que nos gustaría mucho poder participar en esas Comisiones cuando se instalen. No estamos proponiendo que se revise el texto 
por el mero y sencillísimo hecho de que no figure el Comisionado -ello obedece a una razón lógica- sino que simplemente 
planteamos el interés en participar. 


En tercer lugar -segundo en la consideración del articulado- los artículos 15 y 16 plantean la creación del Centro de Atención a las 
Víctimas. Pensamos que esta es una iniciativa que va a contribuir eficazmente a desactivar un discurso que entendemos es 
sumamente negativo y que plantea una falsa oposición entre los derechos humanos de las víctimas y los derechos humanos de los 
delincuentes. De alguna manera, los derechos humanos son derechos de todo el género y si bien es muy importante a todas las 
víctimas, también lo es la atención dentro de las cárceles. Pero lo que no tiene ningún sentido es esa falsa oposición que a veces 
se realiza. 


En tercer término, sobre la inserción laboral de los liberados, o sea el planteo de la contratación de un 5% preceptivo en aquellos 
contratos de obra pública por parte de empresas privadas, creemos que es una muy buena iniciativa, que compartimos, sólo que el 
impacto va a operar a mediano y largo plazo. Si lo que nos proponemos es que exista una baja reincidencia de acuerdo con el 
primer capítulo de la ley, es decir, el régimen de libertades provisionales y anticipadas en forma excepcional, sería muy bueno que a 
este buen mecanismo, que le impone la obligación al sector privado, se le añadiera la debida correspondencia por parte del sector 
público, esto es, que en el plano de la exhortación y no de la obligación, como recientemente planteamos, las Intendencias 
Municipales, fundamentalmente, avanzaran en la adopción de convenios con el Patronato, como forma de posibilitar la contratación 
de los liberados. 


En cuarto lugar, y en relación con lo que plantea el artículo 12 del proyecto sobre la redención de la pena -más que de redención 
deberíamos hablar de conmutación- por días de trabajo o de estudio, creo que aquí hay que analizar a fondo la naturaleza jurídica 
de la norma, o sea, si este artículo 12 proyectado es una norma programática o algo más. En ese sentido, no tenemos ninguna 
duda de que se trata de algo más que una norma programática. De alguna manera, esto le está imponiendo al Estado la necesidad 
de corresponder a la fuerte expectativa que se va a generar en todas las cárceles. Aquí, todos los reclusos que estén en 
condiciones de acceder al beneficio establecido por el proyecto van a querer que se les aplique la redención. Entonces, para ello es 
muy importante que existan las oportunidades de trabajo y de educación. Y allí es donde el Estado no va a poder conformarse 
diciendo "esto es una norma programática", sino que va a tener que implementar los mecanismos concretos para que no se 
defrauden las expectativas. Este es, pues, un alto desafío que está planteando el proyecto de ley. 


En sexto lugar, y sobre la libertad anticipada, lo que plantea el artículo 10 -es decir, la modificación al artículo 328 del Código del 
Proceso Penal- es la preceptividad del beneficio, salvo la existencia de signos manifiestos de ausencia de rehabilitación. De alguna 
manera se está volviendo al sistema que había sido introducido en su momento por la Ley N* 15.737, que luego fue revisada. Nos 
parece que es una iniciativa saludable, que está bien, porque desde la práctica de la Defensoría de Oficio vemos como la enorme 
cantidad de solicitudes de libertad anticipada se concretan en una pequeña cantidad de beneficios efectivamente concedidos. Hay 
muchos casos en que habiendo transcurrido los dos tercios de la pena los reclusos realmente están en condiciones de volver a la 
sociedad sin ningún tipo de problema; sin embargo, quizás por una política criminal un tanto conservadora, se les niega la 
posibilidad de ese beneficio. Entonces, dejando siempre abierta la puerta de la discrecionalidad de la Suprema Corte de Justicia - 
que es esencial en esto- es muy interesante que se establezca el mecanismo de la preceptividad, sin perjuicio de la consideración 
de la ausencia de rehabilitación. Compartimos la modificación que se está proponiendo al Código del Proceso Penal en este plano. 


En séptimo término, sobre la libertad condicional, que es lo que propone el artículo 9* del proyecto, es decir, la modificación del 
artículo 327 del Código del Proceso Penal, lo que se está haciendo aquí es simplificar el procedimiento por la vía de la eliminación 
del doble informe. Estamos hablando de un sistema que desde la práctica entendíamos que era bastante irracional, que había sido 
establecido en el año 1995 por las modificaciones a los artículos 61 y 62 del Decreto-Ley N* 14.470 que introdujo la Ley de 
Seguridad Ciudadana. Allí se daba el absurdo de que, por un lado, el Director del Centro de Reclusión tenía que informar la 
conducta del recluso y, por otro, elevaba ese informe al asesor regional en el interior o al INACRI en Montevideo. 


Entonces, evidentemente está bien que se simplifique el trámite en materia de libertad condicional. Aquí me interesa destacar algo 
que me llamó la atención en la exposición de motivos, donde me parece que hay una errónea referencia a la libertad condicional, 


cuando debió decirse "libertad provisional". En el punto 4) del Capítulo V de la exposición de motivos se dice: "El artículo 92 
sustituye el régimen de libertad condicional establecido en el artículo 327 del Código del Proceso Penal, dándole una nueva 
redacción, y limitando la intervención del Instituto Nacional de Criminología, para el caso en que el penado hubiera cometido un 
nuevo delito durante el lapso que estuvo en libertad condicional." En realidad, si vamos al texto proyectado en el artículo 9%, se 
habla de un nuevo delito que hubiere cometido el penado durante el lapso que estuvo en "libertad provisional". Lo que advertimos 
es que, donde en la exposición de motivos se habla de "libertad condicional", debería entenderse "libertad provisional". 


Respecto de las salidas transitorias, lo que se está haciendo es, también, simplificar el trámite de modo análogo a lo que ocurre con 
la libertad condicional y nos parece -asimismo- adecuada la previsión que se está introduciendo. 


En octavo lugar y con referencia al instituto de la prisión domiciliaria, tomando soluciones que tienen amplia difusión en el Derecho 
Comparado -pensamos, por ejemplo, en el Derecho Argentino, donde se prevé la prisión domiciliaria para penados o procesados 
que tengan más de setenta años de edad- el proyecto incorpora una previsión similar e introduce, además, la noción de 
enfermedad grave como causal para autorizar la prisión domiciliaria, en lugar de la prisión en centros de reclusión. Con las 
modificaciones que se han planteado oportunamente en la Cámara de Representantes, entendemos que éste es un muy buen 
instituto que nos aproxima a las más avanzadas soluciones del Derecho Comparado. 


Como último aspecto a plantear, queríamos hacer referencia -y aquí nos vamos a detener un poco más- al Capítulo l, es decir, al 
régimen excepcional de libertad provisional y anticipada. En tal sentido, vamos a hacer dos observaciones. Por un lado, queremos 
plantear nuestra total coincidencia con los delitos excluidos del beneficio. Nos parece que es adecuada la exclusión de los delitos 
establecidos por los artículos 310, con las agravantes de los artículos 311 y 312, es decir: el homicidio agravado y muy 
especialmente agravado; el caso de las lesiones gravísimas -artículo 318 del Código Penal-; determinados delitos sexuales, como 
la violación y el atentado violento al pudor, y la corrupción de menores -aunque el proyecto habla de "corrupción, sería bueno que 
expresara "corrupción de menores"- del artículo 274; aquellos delitos como la rapiña, cuando concurre el agravante establecido en 
el artículo 341, en su numeral 1%, es decir, el porte de armas, o cuando el mismo concurre con un delito de lesiones leves; la 
previsión respecto de la rapiña con privación de libertad -es decir, el artículo 344 bis-; el delito establecido por la Ley N* 8.080, 
proxenetismo, y el conjunto de delitos económicos que prevé el Capítulo | del proyecto. Consideramos, reitero, que es adecuado y 
correcto hacer a un lado ese ámbito objetivo y centrarnos en el resto de las figuras. Esto es lo que tenemos para decir en el plano 
de las concordancias. Por otro lado, pensamos que hubiese sido mejor -y lo planteamos simplemente como una sugerencia, siendo 
conscientes de la altura del trámite en la que nos encontramos- establecer elementos para una mayor gradualidad en la liberación. 
¿Qué queremos decir con esto? La Ley prevé la posibilidad de la gradualidad, y la delega en la reglamentación que, al respecto, va 
a establecer la Suprema Corte de Justicia pero, en tal sentido, hubiese sido mejor que la gradualidad quedara plasmada en el 
propio texto de la Ley y no cometida y diferida a la reglamentación. Esta es una inquietud que planteamos en su momento a la 
Suprema Corte de Justicia, más específicamente, a su Presidente, el doctor Gutiérrez y, según entendimos en esa conversación, 
no era un problema insalvable para la Corte. Es decir que si se hubiera establecido directamente en el propio texto la gradualidad, y 
no diferida a la reglamentación, ello no sería un problema. Como segunda observación, queremos decir que el margen que la ley 
deja para la gradualidad en vía reglamentaria parece insuficiente, en el sentido de que se podría, quizás, haber establecido una 
salida, primero para los procesados y después para los penados 


En el Capitulo | se atenderían primero las situaciones de libertad provisional de los procesados -porque respeto de ellos todavía 
gravita el principio de la presunción de inocencia- para luego pasar al ámbito de los penados. Quiere decir que se establecerían dos 
conjuntos y dentro de cada uno de ellos hubiera sido bueno seguir el criterio de la ley respecto a los períodos de hasta tres años y 
de más de tres años. De ese modo se hubiera tenido una posibilidad de fraccionamiento gradual, en cuatro contingentes. ¿Por qué 
planteamos esto? No sólo para darle tiempo al Patronato para poder actuar sino para que, en un plano más profundo, se brinde a la 
sociedad la posibilidad de absorber ese contingente de liberados sin expulsarlos hacia la reincidencia. Las oportunidades de 
empleo no las va a generar el Patronato; las va a brindar la sociedad civil. El Patronato, con los medios con que se le va a dotar, va 
a poder hacer un buen relevamiento y un buen seguimiento y aclaro que no se trata de vigilar, sino de brindar una buena 
contención al estilo de la que se realizó, por ejemplo, con la Ley N* 15.743. Quizás, si se fraccionan los procesados y los penados 
y, a su vez, se divide en procesados por delitos con penas probables de hasta tres años y con penas probables de más de tres 
años, y penados con penas de menores de tres años y con penas de más de tres años, de algún modo se daría un margen más 
grande para que la sociedad absorba a los liberados. Como planteamos -en algún momento- públicamente, de lo que se trata aquí 
es no sólo de cuidar a la sociedad -desde luego, la seguridad pública es un bien muy importante- sino también a los liberados. Y, la 
mejor manera de cuidarlos, es darle las condiciones para alejarlos de la reincidencia. El éxito, el menor éxito o el fracaso del 
proyecto va a ser mensurable en el índice de reincidencia que tengamos y lo que todos queremos es que sea -ojalá nulo, pero eso 
es utópico- el menor posible. En ese plano entendemos que a mayor gradualidad, mejor posibilidad de trabajo y de absorción por 
parte de la sociedad. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa preferiría que el doctor Garcé termine su exposición y luego se realicen las preguntas que se 
consideren necesarias. 


SEÑOR GARCE.- Básicamente, estas son las ideas que queríamos plantear. Como los señores Senadores observarán, hay una 
coincidencia en la mayor parte del texto y, de algún modo, la preocupación radica en el Capítulo | de la Ley. Esto nos parece muy 
importante porque si, efectivamente, queremos avanzar hacia una nueva política criminal, es fundamental que la medida 
excepcional de descongestionamiento hacia donde vamos, tenga el mejor resultado posible. De lo contrario, se podría complicar el 
tránsito hacia esa nueva política criminal. Los que vimos con preocupación cual fue la orientación que se siguió a partir de 1995 y, 
más claramente, a partir del año 2000, queremos que los conceptos que se plasman en un término general en la exposición de 
motivos, luego tengan una feliz y -sobre todo- duradera concreción. Por esa razón, para nosotros, la gradualidad es un elemento 
esencial. 


SEÑOR ABDALA.- En primer lugar, quiero expresar que coincido con el Comisionado en el sentido de que, efectivamente, el tema 
de la ruptura de la simetría de la legislación penal es uno de los líos mayúsculos que tenemos en el país y algún día habrá que 
encararlo en serio, no para reproducir una pirámide kelseniana sino, por lo menos, para que no sea algo acumulativo y a 
empujones que, en parte, es lo que produce los dolores de cabeza. 


Por otro lado, quiero realizar la siguiente interrogante. El Comisionado se refiere a la gradualidad, pero me parece que el tema está 
acotado porque el proyecto de ley es imperativo al referirse al plazo de los sesenta días. Es más, la Suprema Corte de Justicia ha 
inventado un procedimiento para que, a pesar de todo, en esos sesenta días se arbitre un mecanismo de salida lo más ordenado 
posible. Entonces, me gustaría saber a qué se refiere el Comisionado con esto, porque para que haya gradualidad no tendría que 
ser imperativo el plazo de sesenta días. 


SEÑOR GARCE.- Esa podía haber sido una de las soluciones, es decir, quitarle la preceptividad al beneficio y que se otorgara 
previa vista del Ministerio Público. Sin embargo, no es en lo que estaba pensando este Comisionado cuando habló de gradualidad, 
sino que aun manteniendo la preceptividad y quitándole ese estrecho margen de sesenta días se podría, de alguna manera, haber 
establecido mejor la posibilidad de la salida de los procesados y luego de los penados procesados con penas de más y de menos 
de tres años. Es decir que se podría trabajar mejor sobre esos cuatro grupos que estábamos proponiendo aquí. 


Sin duda, la norma prevé una cierta gradualidad, pero esa gradualidad queda cometida a la reglamentación. Dijimos que hubiese 
sido mejor que estuviese en la norma, pero igualmente no es un tema tan importante. En definitiva, se podría haber trabajado sobre 
la base de estos dos grandes ejes conceptuales: libertad provisional y libertad anticipada, y eso podría haberse hecho por la vía 
reglamentaria y no por la vía legal. 


Ahora bien, lo que nos parece que sí está, de alguna manera, acotando esto, es el plazo de los sesenta días. Por eso planteamos 
la preocupación de que podría haber sido mejor no establecer este plazo, sino otro, o considerar y agotar el universo de las 
libertades provisionales para ingresar luego en el plano de las libertades anticipadas. Esta es la sugerencia -y la hacemos 
conscientes de la altura en que estamos del trámite- que presentamos con el propósito de cooperar, para que no tropecemos en el 
primer capítulo y podamos ir al cambio que plantea, a nivel general, la exposición de motivos, que compartimos. 


SEÑOR ABDALA.- Esto que voy a decir es para que el señor Comisionado piense en ello y, de paso, para fortalecerlo un poco. 


Debemos pensar en el plano de la reglamentación para ver qué se le puede sugerir al Poder Ejecutivo, que ha manejado este tema 
con mucha dificultad y ha tenido algunos problemas en la presentación del final. De repente, y con toda franqueza, tal vez podamos 
dar una mano en el tema de la reglamentación. Como sé que el señor Comisionado va a ocuparse de esto, sería realmente bueno 
que, en lo que tiene que ver con este tema, si hay alguna idea que sirva, plantearla. Francamente, comparto lo que dice el señor 
Comisionado en cuanto a que el capítulo de la reincidencia va a ser vital y si ésta, hoy o mañana, alcanza cifras preocupantes, 
vamos a tener todos un dolor de cabeza. 


No pido una respuesta a esto; simplemente -y como se suele decir- se lo ingreso en el "disco duro" al señor Comisionado para que 
se lleve la inquietud y la analice. 


SEÑOR GARCE.- En este sentido hemos leído con mucha atención la reciente comparecencia del Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia y del Prosecretario, el doctor Alles quien, de acuerdo con lo que entendí y según surge de dicha comparecencia, es el 
que va a tener a su cargo la confección de ese reglamento que va a prever el modo concreto del egreso, es decir, de la liberación. 
Además, ya están fijados objetivamente los márgenes en la norma y la Suprema Corte de Justicia descartó el orden alfabético, que 
iba a introducir verdaderos problemas. 


Cuando supimos de ese criterio, nos imaginamos el expediente que se inició, por ejemplo, en el año 1999, por el motín del Penal 
de Libertad -o en el 2002- que incluye una extensa lista de nombres. La carátula de ese expediente es toda una lista de nombres y 
entonces, lo que iba a introducir este criterio era un problema enorme porque permanentemente iba a estar subiendo al despacho, 
por orden alfabético, en cada oportunidad en que fuera necesario considerar la libertad provisional o anticipada, según el caso. 


Entonces, habiéndose descartado ese criterio, ahora confío plenamente en la solvencia de la Suprema Corte de Justicia y, 
concretamente, en quien estará a cargo del tema. 


SEÑOR GALLINAL.- En primer lugar, quiero expresar nuestra satisfacción por haber escuchado la opinión del Comisionado en 
esta temática; creo que fue una iniciativa acertada por parte del señor Senador Abreu haberlo convocado al seno de la Comisión 
porque nos servirá de ayuda para seguir razonando un proyecto de ley tan complejo como este. En lo personal, nosotros 
hubiéramos querido modificarlo, pero tenemos la impresión de que no va a haber cambios de naturaleza alguna. 


En segundo término, con respecto al tema que se planteó de la gradualidad, me parece que no debemos generar confusiones 
cuando en el día de mañana se vaya a interpretar y aplicar la ley y pensar que, de alguna manera, la Suprema Corte de Justicia 
tiene alguna facultad especial para poder dar alguna reglamentación a los primeros artículos de la ley, en especial al artículo 4". 
Menciono específicamente esta disposición porque es la única que se le comete directamente, dado que todo lo que tiene que ver 
con la reglamentación, obviamente, correrá por cuenta y orden del Poder Ejecutivo y no de la Suprema Corte de Justicia, que no 
tiene potestad para reglamentar ninguna ley. 


Aquí, sinceramente, no vemos ningún margen de gradualidad. Con respecto a este tema, en la sesión pasada la Suprema Corte de 
Justicia nos leyó un esbozo de reglamentación -porque en forma acertada está trabajando en la temática- en donde el punto central 
que la inspira es, justamente, ver en qué forma el Patronato puede mantener entrevistas con todos los presos antes de que sean 
liberados. A mi juicio, ese es el objetivo central de la reglamentación del artículo 4*. 


Propusimos al Ministro del Interior -siguiendo una técnica aplicada en otras leyes, que dio buenos resultados- la posibilidad de 
realizar exámenes psicológicos y entrevistas especiales con los presidiarios para valorar la oportunidad y conveniencia de su 
liberación y que no se aplique solamente por mandato de la ley. Debo decir que el concepto fue compartido, pero no su 
incorporación al proyecto de ley. 


De todas maneras, creo que es interesante la opinión que nos ha brindado el doctor Garcé que, en el día de mañana, cuando 
tengamos que trabajar sobre el fondo de esta temática, va a ser útil. En particular, deseamos que en algún momento lleguen las 
proyectadas reformas, tanto del Código Penal como del Código del Proceso Penal, y en este sentido creo que el Poder Ejecutivo -y 
especificamente el oficialismo- debería tomar nota de lo expresado por el Comisionado en cuanto a la importancia de poder 
incorporarlo a la elaboración de los proyectos respectivos, aunque no sea en carácter de miembro porque, obviamente, no 


podemos dar una integración más amplia a las Comisiones. De todas maneras, reitero que, a la luz de las expresiones que ha 
vertido y del conocimiento que ha demostrado que tiene en la materia, ello sería muy conveniente. 


Quisiera hacerle una pregunta sobre un tema al que el señor Comisionado hizo referencia en forma expresa. En concreto ha 
señalado que comparte la nómina de delitos que han sido incluidos en el artículo 1%, que son los que quedan excluidos del régimen 
excepcional de libertad anticipada y provisional. Digo esto porque la Suprema Corte de Justicia nos dejó una duda muy grande, y si 
no se modifica el proyecto de ley, cuando se aplique se convertirá en un problema importante. Es de tal magnitud la duda que, 
cuando le preguntamos a los representantes de la Suprema Corte de Justicia -cosa que hicimos en dos oportunidades- si podían 
estimar en forma más o menos aproximada cuál era el total de presos que iban a recuperar su libertad en función de la aplicación 
de esta ley, nos contestaron que no podían hacer absolutamente ninguna estimación porque no sabían si las tentativas de los 
delitos definidos en el artículo 1? de la ley están o no comprendidos en la excepción. 


Concretamente, la pregunta que quiero formular al Comisionado es si, a su juicio, la tentativa debería estar excluida -ya que él 
comparte el criterio de que el delito lo esté- y, en segundo lugar, si de la lectura del proyecto de ley él interpreta que lo está. 


SEÑOR GARCE.- Antes de dar respuesta a la interesante pregunta que plantea el señor Senador, me parece importante aclarar 
que, en el contexto de la gira nacional que estaremos iniciando próximamente, vamos a plantearnos cooperar, efectiva y 
eficazmente -más allá de cuál sea nuestra opinión sobre el texto definitivo- para que la reincidencia sea la menor posible. Dado que 
el buen mecanismo del artículo 12 va a operar a mediano y a largo plazo, debemos facilitar necesariamente alguna otra solución 
que, a nuestro juicio, debería partir del sector público, fundamentalmente, para que la reincidencia se vea atenuada y minimizada, 
aunque mucho mejor sería que lo fuera en forma total. Por lo tanto, con cada uno de los señores Intendentes que dialoguemos 
vamos a reafirmar el interés de que al menos algunos de los liberados pueda acceder a una contratación, que podrá serlo para 
tareas de limpieza, de poda, en fin, lo que fuere, Se trata de que, de algún modo, esos liberados, sobre todo en el interior del país 
donde no es fácil acceder a oportunidades de empleo, tengan una clara señal de readmisión en la sociedad. 


Por lo tanto, queremos manifestar que en el plano teórico no tenemos ninguna duda de dejar claramente asentada nuestra opinión, 
pero también con la misma claridad queremos plantear cuál va a ser la línea de acción, pues procuramos salvar de algún modo el 
objetivo general, que es una nueva política criminal. 


Con relación a la muy interesante pregunta que plantea el señor Senador Gallinal, deseo señalar que, en definitiva, esto nos remite 
a si las tentativas deben ser consideradas como figuras autónomas o no de los delitos cuando éstos son consumados. En ese 
sentido, al no estar expresamente incluidas en la lista prima facie, se trata de situaciones de tentativa que no están excluidas del 
beneficio. Reflexionamos sobre el tema a partir de la intervención que cupo a la Suprema Corte de Justicia, pero nos inclinamos por 
esa posición. 


SEÑOR ABREU.- Voy a hacer una primera reflexión sobre lo que expresaba el señor Comisionado respecto a la preocupación del 
funcionamiento del régimen de gradualidad. No está vinculado exclusivamente a un mecanismo legal, sino que el fin que persigue 
la norma es, precisamente, buscar una reinserción social del liberado. Con la rigidez con que se está manejando el asunto, y de 
acuerdo con la opinión que ha vertido el señor Comisionado, da la impresión que se va creando una situación exageradamente 
limitada a los efectos de poder obtener el resultado, pero se corre el peligro que esa gradualidad no concedida en forma adecuada 
pueda ser un elemento favorable a la reincidencia en el ámbito social. Está la primera preocupación que se me plantea luego de la 
exposición que se ha realizado. 


De todos modos, más que una reflexión sobre este tema -que haremos cuando se discuta el articulado de este proyecto de ley- 
quiero hacer referencia a una mención que realizó el señor Comisionado sobre el Capítulo IV, del Régimen de Redención de la 
Pena. 


En realidad, no surge que sea de naturaleza programática, porque es preceptivo. Se dice que el juez concederá a los condenados 
la pena privativa de libertad, la reducción de pena por trabajo. Quiere decir que el juez no tiene opción, más allá de que es a quien 
le corresponde la concesión. 


En el articulado se habla -lo cual también es parte de la preocupación- de procurar los medios necesarios para crear fuentes de 
trabajo industrial y agropecuario. El problema de esta norma es que, en última instancia, aquel procesado que no acceda a las 
posibilidades de trabajar y de conmutar la pena -no de reducirla- por motivos ajenos a su voluntad, va a tener el derecho de 
reclamar un tratamiento similar al que sí tuvo esa opción, simplemente, porque se le crearon las condiciones para trabajar. 


Sin duda, este tema va a tener repercusiones no solo desde el punto de vista humano, sino también social en la propia 
administración interna de la vida de los procesados. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Gallinal) 


La preocupación que tenemos es que el tema va a ser preceptivo para el juez, pero las posibilidades de éxito que pueda tener la 
administración para dar oportunidades de trabajo a todos, no son concretas y ello resulta muy difícil. Entonces, si eso no se 
produce, alguien es procesado, ve que otro conmuta la pena en función de la oportunidad de trabajo que le dan y no le dan esa 
posibilidad porque no hay trabajo, tiene el derecho a recibir un tratamiento igual y, por tanto, lo natural sería que el procesado 
reclame la reducción o la conmutación de la pena sin trabajar. No es su responsabilidad que no haya accedido al trabajo. 


Este tema tiene el problema de discriminación en función de la realidad, a pesar de lo que diga el Derecho. Además, va a incluir 
dentro de la propia administración carcelaria problemas de toda naturaleza, porque conlleva un elemento de confrontación interna 
entre los presos o los procesados que accedan a ese beneficio para poder conmutar la pena y quienes no lo puedan hacer porque 
la administración no les da las condiciones. Creo importante plantear esta preocupación, ya que ocasiona dudas desde el punto de 
vista legal y a nivel social vamos a transmitir al preso una situación de tensión adicional a la que normalmente ya tiene por las 
propias condiciones de vida. 


Quizás estos planteos puedan motivar alguna reflexión de parte del señor Comisionado, quien está haciendo una distinción a nivel 
de la norma programática. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Korzeniak) 


SEÑOR GARCE.- Comparto el análisis del señor Senador Abreu. Me parece que la naturaleza jurídica excede propiamente lo 
programático. Aquí se está estableciendo, claramente, un derecho. Si bien algún pasaje del texto podría tener naturaleza 
programática, la interpretación exegética del artículo 12 nos lleva a concluir que se trata de una norma algo más que programática. 
Al respecto, sabemos que en la órbita de la Dirección Nacional se están haciendo los esfuerzos para atender del modo más 
ampliamente satisfactorio posible la demanda, una vez que ésta se plantee. No sabemos exactamente -no podemos saberlo 
porque no existe información unificada al respecto- cuál es la situación del otro 45% de la población carcelaria que se encuentra 
diseminada en más de veinte centros de reclusión en el interior del país. 


El contar a mediano plazo con información homogénea y con una conducción homogénea y racional del sistema, constituye una de 
las cuestiones que en su momento planteamos como una de las áreas de trabajo en las que el Comisionado propone generar 
determinadas iniciativas. Obviamente que la última palabra a este respecto la tendrán los señores Legisladores pero, a propósito de 
lo que planteaba el señor Senador, quiero decir que reafirmamos que no es posible establecer, implementar y concebir una política 
de Estado cuando la conducción de un sistema está atomizada en más de veinte centros de poder distintos. Es por allí donde 
nuevamente debe cobrar fuerza el proyecto -que sabemos existe- por el que se crea el Instituto Nacional de Rehabilitación. Hasta 
tanto ello no se concrete, por lo menos debemos establecer las instancias de coordinación necesarias para que la conducción 
tenga aspectos de mayor racionalidad. Por ejemplo, hay algunos aspectos que tienen que ver con los reglamentos internos de las 
cárceles y que sería buena cosa unificarlos. Asimismo, existen otras cuestiones por las que, sin necesidad de recursos 
económicos, se podría tender hacia normas de carácter más general que hagan más equilibrada la conducción del sistema. 


SEÑOR MOREIRA.- En la misma dirección que lo hacía el señor Senador Abreu, quiero realizar un planteamiento respecto de los 
actuales establecimientos de detención. 


Como nuestro invitado es un conocedor del sistema carcelario por dentro, debe saber que este tema no sólo tiene que ver con la 
política criminal, sino con la casuística; esto es, con las condiciones materiales de reclusión que pesan y seguirán pesando porque 
esto no se va a solucionar en un corto plazo. 


Hoy en día nos encontramos con un establecimiento carcelario, como el COMCAR, que tiene tres mil reclusos. Entonces, pregunto 
al doctor Garcé cómo podría llegarse -con las actuales condiciones de reclusión- a un régimen de redención de la pena cuando hay 
talleres para que trabajen doscientos reclusos y donde las salidas transitorias no van a ser para todos. Me gustaría conocer cuál es 
la opinión de nuestro invitado en torno a este punto. 


Con respecto al tema de la gradualidad, que fue catalogado como uno de los elementos más atacables de este proyecto de ley, 
quiero decir que, más allá de que la propia Suprema Corte de Justicia así lo reconoció -y corrigió lo relativo al orden alfabético- creo 
que habría que establecer algún criterio. En este sentido, nosotros les preguntamos a los representantes del Patronato si están en 
condiciones de atender el embotellamiento o desembotellamiento de las cárceles en las actuales circunstancias, máxime si 
tenemos en cuenta que hoy en día no atiende el régimen normal de liberaciones provisionales o anticipadas y que la Suprema 
Corte de Justicia concede sólo el 26% de las libertades anticipadas que tiene a estudio. 


Entonces, usted que fue Defensor de Oficio en el Penal de Libertad y que conoce bien de cerca esta temática, ¿cree que ello sea 
posible? De ser así, quisiera saber cuál sería el plazo. Por supuesto que ello no va a depender de este Parlamento, sino de los 
recursos que asigne el Poder Ejecutivo. 


Por otra parte, deseo preguntarle -como se lo planteé al señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia- si además de la 
categoría de delitos -en la que podemos coincidir por su gravedad- no se debió tomar en cuenta la condición de primario, 
reincidente o habitual; esto es, los antecedentes. 


SEÑOR GARCE.- La misma inquietud se la planteamos a las autoridades de la Dirección Nacional. La respuesta que recibimos fue 
que dicha Dirección, en sus distintos establecimientos -no sólo COMPEN y Santiago Vázquez, sino también el Penal de Libertad, 
La Tablada, la Cárcel de Mujeres y los Centros de Recuperación 1 y 2- podrá atender a corto plazo y parcialmente las solicitudes 
para actividades educativas y de trabajo. No sabemos la magnitud de la demanda que puede quedar insatisfecha en COMPEN -no 
sólo por tratarse de la mayor cárcel del país- pero sus talleres pueden dar cabida a determinada cantidad de reclusos y el predio es 
muy pequeño. 


Respecto a la Cárcel de Libertad, hicimos una solicitud de información verbal para saber cuál es la dimensión actual del predio. 
Concretamente, pretendemos saber qué va quedando de aquel predio de 900 hectáreas que compró el doctor Juan Carlos Gómez 
Folle, allá por la década del 30 y que fuera inaugurado en 1945, pues sabemos que hoy van quedando menos hectáreas. De todos 
modos, por lo menos en el Penal de Libertad, habría una posibilidad de instrumentar cierta actividad, más allá de lo que es el 
Centro 2 de Recuperación que está anexo al celdario y a los módulos de acero. 


En su momento, hicimos un planteo con total claridad ante la Comisión que trabajó en la designación del Comisionado en el sentido 
de que -a este respecto lo que pretendemos es aproximar lo que dispone el artículo 26 con la realidad- el futuro, en buena medida, 
depende de la penitenciaría rural. Me parece que tenemos que tener en cuenta y aprender lo que se desprende de la Ley de 
Penitenciarias de 1895 -por cierto, una muy buena ley, que introdujo el tema de la penitenciaría agrícola- en el sentido de tomar el 
trabajo no como un castigo, sino como un elemento de resocialización. Pensamos que las oportunidades de hacer efectivo este 
instituto previsto en el artículo 12 se van a dar mejor en el interior que en los grandes establecimientos. A su vez, respecto a los 
grandes establecimientos consideramos que las grandes dificultades van a surgir con mayor claridad en COMPEN, sobre todo, con 
relación a Libertad y Canelones. No olvidemos que prácticamente tienen la misma población y que son la segunda y la tercera 
cárcel en cantidad de reclusos. En el caso de Libertad, se cuenta con un predio mientras que Canelones, aunque tiene una chacra, 
no puede alojar a muchos reclusos. Evidentemente, la mayor demanda insatisfecha puede darse en Santiago Vázquez, de modo 
que, coincido en eso. Es más, me preocupa que la propia Dirección Nacional manifieste que la atención no va a alcanzar a todos y 
que objetivamente, en el corto plazo, no tiene posibilidad de atender todas las demandas. Allí es donde habrá que potenciar, 
precisamente a corto plazo, las oportunidades que el sistema penitenciario ofrece, fundamentalmente, en el interior del país. 


En síntesis, el riesgo lo debemos tomar como una oportunidad para potenciar la penitenciaría rural a corto plazo. Sin duda, ello 
implica la posibilidad de dotar a las cárceles del interior con los medios adecuados como para que haya más gente trabajando en 
las chacras. El problema no es la extensión, sino la necesidad de guardias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores no se oponen, quisiera plantear una serie de preguntas. 


En primer lugar, quisiera hacer una pregunta de tipo dogmático, que no tiene que ver exclusivamente con el texto del proyecto de 
ley. El señor Comisionado manejó un principio de dogmática casi democrática, que habla de la presunción de inocencia en el caso 
de los procesados. Valoro mucho la opinión del señor Comisionado y por eso quiero saber su opinión en lo siguiente. Cuando un 
Juez procesa ¿presume que el procesado es inocente o culpable? 


En segundo término, quiero referirme a lo siguiente. Debido a una visita que nos hiciera la Suprema Corte de Justicia tuvimos 
oportunidad de acceder al borrador de la Acordada y, en tal sentido, quisiera saber si el señor Comisionado ya la ha tenido en 
cuenta y si ha tenido oportunidad de intercambiar ideas sobre el texto. 


En tercer lugar, y de nuevo porque valoro mucho la opinión del señor Comisionado, como ha manifestado que en el artículo 1* las 
exclusiones del sistema excepcional de libertades no incluyen los grados de tentativa de los delitos que aquí se enumera y en 
corroboración de esa misma tesis, me gustaría saber si cuando el texto dice que esta disposición no será aplicable a los 
procesados y condenados que hayan cometido los siguientes delitos, no se corrobora que efectivamente, salvo que estén 
cometidos, la tentativa no está excluida. Digo esto, porque la palabra usual no es cometido, sino consumado. 


SEÑOR GARCE.- En cuanto a la primera pregunta que formuló el señor Presidente, puedo decir que cuando un Magistrado, en 
virtud de lo que establece el artículo 125 del Código del Proceso Penal, dicta el decreto de enjuiciamiento o auto de procesamiento, 
está presumiendo la culpabilidad. Pero esa presunción no destruye el principio de presunción de inocencia que está establecido 
como uno de los principios del debido proceso y que tiene, además, si no recuerdo mal, su raíz en el artículo 9% de la declaración 
francesa de los derechos de 1789. A su vez, es uno de los pilares del Estado de Derecho. Por lo tanto, se presume la culpabilidad 
sin destruir el principio de la presunción de inocencia. Tanto es así que cuando un abogado batalla con mucha dificultad, en la etapa 
de sumario, para lograr que se le dicte el beneficio del sobreseimiento a su defendido, justamente el gran argumento que tiene es 
que se ha presumido la existencia de elementos de convicción suficientes; no se destruye la presunción de inocencia. Por lo tanto, 
si tenemos la certeza que respecto de una persona no se van a reunir la totalidad de elementos de cargo, dejémoslo en libertad. Y 
ese ha sido uno de los argumentos que hemos utilizado habitualmente en la defensa penal y en algún caso, no muy frecuente, 
hemos logrado algún sobreseimiento en delitos de rapiña o de copamiento en base a esta argumentación. 


Por otra parte, con respecto a la gradualidad que refiere el proyecto, es decir la que va a ser instrumentada por la reglamentación, 
planteamos que existiendo un margen objetivo, que fija al respecto la norma, cuál será en definitiva el criterio que asuma la 
reglamentación es una cuestión de segundo orden porque el margen en sí es estrecho y no vamos a cambiar mucho. Lo importante 
era eliminar el gran problema operativo que se iba a generar con el criterio del orden alfabético. 


Lo que nosotros hacemos es una interpretación finalista, es decir que sabemos, más allá de las cuestiones y las profundidades en 
las que podríamos internarnos en este asunto, que hay una gran expectativa dentro de las cárceles y que, de alguna manera, ha 
sido progresivamente reducida por la modificación del primer proyecto. Entonces, me parece que ahora aportaríamos un elemento 
tranquilizador con la solución más favorable. Por eso es que decimos que cuanto más amplia sea la salida -se puede plantear 
alguna dificultad desde el punto de vista de la gradualidad- también estamos contribuyendo a desactivar una situación interna. Y fue 
por esa razón que cuando el señor Senador Gallinal nos hizo la pregunta, planteamos la respuesta que expusimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos calurosamente al señor Comisionado su presencia y la información brindada. 
SEÑOR GARCE.- Agradezco muchísimo la atención y las preguntas que hemos tenido oportunidad de responder. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 14 minutos) 
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